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JUICIO DE AMPARO 1254/2026
seis de octubre de dos mil veintiséis 

En Ciudad de México, a las once horas con cuarenta y 
cinco minutos del seis de octubre de dos mil veintiséis, hora y 
día señalados para la audiencia constitucional del juicio de 
amparo 1254/2026, promovido por  ******** ***** ******** 
***** en representación de  **** ******* ***** ********* , 
por propio derecho, ante la presencia de Ulises Oswaldo Rivera 
González, Juez Cuarto de Distrito en Materia Administrativa en 
la Ciudad de México, asistido de la Secretaria Brenda Elizabeth 
Mondragón Garduño, procede a declararla abierta.

Acto seguido, la Secretaria hace relación de todas y cada 
una de las constancias que obran en autos, entre las que se 
encuentran: demanda de amparo y anexos, auto admisorio, 
constancias de notificación a las partes, informe justificado de 
las autoridades responsables y proveídos en los que se acordó 
lo conducente. 

De igual manera, la Secretaria certifica que: se 
encuentran emplazadas todas las partes en el presente juicio.

Asimismo, resulta importante señalar que este juzgado no 
considera necesario diferir la audiencia constitucional para que 
la parte quejosa se imponga del informe justificado rendido el 
nueve de septiembre de dos mil veintiséis, toda vez que no se 
advierte ninguna circunstancia, hecho, documento o prueba 
novedosa que debiera ser de su conocimiento; por lo que, 
resulta innecesario diferir la audiencia constitucional, a efecto 
de brindar una justicia pronta y expedita, de conformidad con lo 
establecido en el artículo 17 Constitucional.

El Juez acuerda: téngase por hecha la relación de 
constancias, así como la certificación que antecede, para los 
efectos legales procedentes.

A continuación, se declara abierto el periodo probatorio, 
en el que la Secretaria da cuenta con las documentales 
exhibidas en el juicio, incluyendo las actuaciones del juicio de 
origen número ***************** del indice de la Octava Sala 
Regional del Tribunal Federal de Justicia Administrativa de la 
Ciudad de México, que obra en el expediente electrónico del 
juicio de amparo ********* del índice de este juzgado, mismo 
que se tiene como hecho notorio en términos de lo dispuesto en 
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el artículo 88 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de 
aplicación supletoria en la materia conforme al artículo 2° de la 
Ley de Amparo y que se adjuntó para pronta referencia al 
expediente electrónico de este juicio; así como la instrumental y 
la presuncional, en su doble aspecto legal y humana.

El Juez acuerda: con fundamento en los artículos 119 y 
123 de la Ley de Amparo, se tienen por ofrecidas, admitidas y 
desahogadas, por su propia y especial naturaleza, sin que sea 
necesario hacer mención expresa de ellas, pues es suficiente 
que en el acta de la audiencia se señale que se dio lectura a las 
constancias que obran en autos, para que se entienda que las 
pruebas han quedado relacionadas y recibidas en ese acto.

Se cierra el periodo de pruebas. Acto seguido, se procede 
al desahogo de la etapa de alegatos y la secretaria hace 
constar que las partes no los formularon, así como que el Fiscal 
ejecutivo titular adscrito no presentó intervención alguna.

El Juez acuerda: con fundamento en el artículo 124 de la 
Ley de Amparo, se tiene por precluído el derecho de las partes 
para formularlos, así como el del representante social de la 
federación adscrito para intervenir. Con lo que se concluye el 
período de referencia. 

 Al no existir diligencias pendientes de desahogo, se tiene 
por celebrada la audiencia constitucional en términos de la 
presente acta y se procede al estudio de las constancias 
relativas, para dictar la sentencia que en derecho corresponda; 
y,

R E S U L T A N D O

PRIMERO. Presentación de la demanda. Mediante 
escrito presentado el diecinueve de junio de dos mil veintiséis, a 
través del buzón judicial de los Juzgados de Distrito en Materia 
Administrativa en la Ciudad de México, y remitido por razón de 
turno a este juzgado el veintiséis de junio siguiente,  ******** 
***** ******** ***** ** ************** ** **** ******* 
***** *********, promovió juicio de amparo en contra de las 
autoridades y actos que a continuación se señalan:

“III. AUTORIDADES RESPONSABLES:

a) ORDENADORA: MAGISTRADOS INTEGRANTES DE LA 
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OCTAVA SALA REGIONAL EN LA CIUDAD DE MÉXICO DEL 
TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA. 

b) EJECUTORAS INMINENTES: TITULARES DE LAS 
ADMINISTRACIONES DESCONCENTRADAS DE 
RECAUDACIÓN Ciudad de México Y DE LA 
ADMINISTRACIÓN CENTRAL DE COBRO COACTIVO DEL 
SERVICIO DE ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA.

IV. LA NORMA GENERAL ACTO U OMISIÓN QUE DE CADA 
AUTORIDAD SE RECLAME.

a) DE LOS INTEGRANTES DE LA OCTAVA SALA REGIONAL 
EN LA CIUDAD DE MÉXICODEL TRIBUNAL FEDERAL DE 
JUSTICIA ADMINISTRATIVA: El auto de fecha 14 DE MARZO 
DE 2026, mediante el cual se impone una multa por el monto ya 
señalado.

b): TITULARES DE LAS ADMINISTRACIONES 
DESCONCENTRADAS DE RECAUDACIÓN Ciudad de México 
EN LA CIUDAD DE MÉXICO Y DE LA ADMINISTRACIÓN 
CENTRAL DE COBRO COACTIVO DEL SERVICIO DE 
ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA: La inminente ejecución de la 
multa mediante el procedimiento de cobro que tenga 
establecido. Esto en la medida que, al ser ilegal la 
determinación de multa, es ilegal la ejecución de esta.”

SEGUNDO. Derechos fundamentales. La parte quejosa 
narró los hechos que constituyen los antecedentes del acto 
reclamado; se señaló como derechos violados los reconocidos 
por los artículos 14 y 16, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos; y, se formuló los conceptos de 
violación que estimaron conducentes.

TERCERO. Admisión de demanda. Por razón de turno, 
tocó conocer de la demanda de amparo a este Juzgado de 
Distrito, el que por auto de uno de julio de dos mil veintiséis, la 
registró con el número 1254/2026, la admitió a trámite; requirió 
a las autoridades responsables su informe justificado; dio al 
Fiscal Ejecutivo Titular adscrito la intervención que le 
corresponde; emplazo a la tercera interesada y, señaló fecha de 
audiencia constitucional.

CUARTO. Requerimiento a la parte quejosa para que 
aclare la denominación correcta de la autoridad 
responsable. Por acuerdo de siete de julio de dos mil veintiséis 
se requirió a la parte quejosa para efecto de que informara a 
este órgano jurisdiccional la denominación correcta de la 
autoridad responsable; desahogo acordado mediante auto de 
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tres de agosto de dos mil veintiséis, por el que se tuvo a la 
ADMINISTRACIÓN DESCONCENTRADA DE RECAUDACIÓN 
DEL DISTRITO FEDERAL “3” DEL SERVICIO DE 
ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA, como la responsable, y se 
ordenó su notificación.

QUINTO. Emplazamiento del tercero interesado. Por 
auto de catorce de agosto de dos mil veintiséis, este juzgado 
tuvo a la vista las constancias del juicio de nulidad y advirtió la 
existencia de la tercero interesada  ****** ***** ** ** **** 
****** y ordenó emplazarla a juicio.

SEXTO. Audiencia constitucional. Seguidos los trámites 
de ley, se celebró la audiencia al tenor del acta que antecede, 
misma que concluye con la emisión de la sentencia que ahora 
se pronuncia; y,

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO. Competencia. Este Juzgado de Distrito es 
competente para conocer y resolver el juicio de amparo en que 
se actúa, con apoyo en los artículos 103, fracción I y 107 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1°, 
fracción I, 33, fracción IV, 35 y 37, primer párrafo, de la Ley de 
Amparo; y 54, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 
Federación; así como del Acuerdo General 3/2013 del Pleno del 
Consejo de la Judicatura Federal, relativo a la determinación del 
número y límites territoriales de los circuitos en que se divide la 
República Mexicana.

SEGUNDO. Inexistencia de actos. El Administrador 
Central de Cobro Coactivo y la Administración 
Desconcentrada de Recaudación del Distrito Federal “3”, 
ambos del Servicio de Administración Tributaria, manifestó 
que no era cierto el acto que se les atribuyó consistente en la 
ejecución de la multa ordenada en el acuerdo de catorce de 
marzo de dos mil veintiséis, sin que la parte quejosa aportara 
medio de convicción fehaciente que acredite que dicha 
autoridad hubiera recibido una orden de cobro, para considerar 
inminente la ejecución de ésta.

En consecuencia, con fundamento en lo dispuesto en el 
artículo 63, fracción IV, de la Ley de Amparo, se sobresee en el 
juicio de amparo, ante la inexistencia del acto atribuido a la 
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citada autoridad responsable.

TERCERO. Existencia de actos. Es cierto el acto 
atribuido a la 3. Octava Sala Regional del Tribunal Federal de 
Justicia Administrativa, consistente en el acuerdo de catorce 
de marzo de dos mil veintiséis, dictado en el juicio ************
***** de su índice, a través del cual impone al ahora quejoso en 
su carácter de Director de Prestaciones Económicas, Sociales y 
Culturales del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los 
Trabajadores del Estado multa equivalente a trescientas veces 
la Unidad de Medida y Actualización vigente, ya que así lo 
manifestó el Magistrado Presidente de dicha Sala al rendir 
informe justificado.

Certeza que se corrobora con las copias certificadas del 
juicio de nulidad ***************** del índice de la citada Sala, 
con valor probatorio pleno en términos de los artículos 129 y 
202, del Código Federal de Procedimientos Civiles, de 
aplicación supletoria a la Ley de Amparo, de las que se advierte 
que dicho órgano jurisdiccional fue quien emitió el acuerdo 
ahora reclamado.

CUARTO. Antecedentes. Para mejor comprensión del 
asunto, resulta conveniente narrar los antecedentes del caso 
que se desprenden del expediente del juicio contencioso 
administrativo  **************** , de eficacia probatoria en 
términos de los artículos 129 y 202 del supletorio Código 
Federal de Procedimientos Civiles, del cual se advierte lo 
siguiente:

1.Mediante escrito presentado el trece de diciembre de dos 
mil veinticuatro, en la Oficialía de Partes del Tribunal 
Federal de Justicia Administrativa,  ****** ***** ** ** 
**** ****** , demandó la nulidad de la resolución de 
negativa ficta recaída a su escrito presentado ante la 
Dirección de Prestaciones Económicas, Sociales y 
Culturales del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales 
de los Trabajadores del Estado el once de septiembre de 
dos mil veinticuatro, mediante el cual solicitó se revalora 
y aumentar a la cuota diaria de su pensión; donde 
debería tomarse en cuenta el incremento más benéfico 
para la pensionada. 

2. Por razón de turno tocó conocer del asunto a la octava 

B
R

E
N

D
A

 E
L

IZ
A

B
E

T
H

 M
O

N
D

R
A

G
O

N
 G

A
R

D
U

Ñ
O

3030303031303030303030373134343136383539
27/03/29 15:27:46

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



6

Sala Regional Metropolitana del Tribunal Federal de Justicia 
Administrativa, la que por auto de dos de enero de dos mil 
veinticinco, la registró con el número  ***************** y 
determinó admitir la demanda.

 
3. Substanciado el procedimiento, mediante sentencia de 

once de julio de dos mil veinticinco, se determinó declarar la 
nulidad del acto impugnado para los efectos siguientes:
 

“Por lo expuesto, al no haber cuestión pendiente de estudio, 
con fundamento en los artículos 8°, 9° , 49, 50, 51, fracción V y 
52, fracción V inciso a), de la Ley Federal de Procedimiento 
Contencioso Administrativo se resuelve:
I.- Ha resultado infundada la única causal de
 improcedencia planteada por la autoridad demandada en su 
oficio de contestación de demanda; en consecuencia, Il.- No se 
sobresee en el presente juicio.
 
III.- La parte actora probó parcialmente su acción; en 
consecuencia,
 
IV.- Se declara la nulidad de la resolución impugnada, que 
quedó precisada en el Resultando 1° de este fallo, para los 
efectos consignados en el último Considerando de esta 
sentencia.”

 
4. Mediante escrito recibido en la Oficialía de Partes de la 

citada Sala el veintiocho de abril de dos mil veintiséis, la parte 
actora interpuso recurso de queja por omisión en el 
cumplimiento, el cual se desechó por improcedente el quince de 
mayo de dos mil veintiséis ya que la Sala había requerido el 
cumplimiento del fallo de nulidad y se encontraba realizando los 
requerimientos y diligencias correspondientes para el 
procedimiento de ejecución de sentencia.
 

5. Por auto de diez de marzo de dos mil veintiséis, se 
requirió a la autoridad demandada el cumplimiento del fallo de 
nulidad; otorgando un término de tres días para su acatamiento; 
proveído que fue notificado en fecha diecinueve de marzo de 
dos mil veintiséis.

6. En auto de catorce de marzo de dos mil veintiséis, se 
hizo efectivo el apercibimiento decretado en autos y se impuso 
una multa equivalente a trescientas veces la unidad de medida 
y actualización vigente; a la autoridad demandada; – acto 
reclamado en este juicio.
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QUINTO. Estudio de fondo. En sus conceptos de 
violación, la parte quejosa sostiene, esencialmente, que la Sala 
responsable vulneró en su perjuicio los artículos 14, 16 y 22 de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, al 
dictar el acuerdo de catorce de marzo de dos mil veintiséis, 
dentro del juicio contencioso ***************** del indice de la 
Octava Sala regional en la Ciudad de México del Tribunal 
Federal de Justicia Administrativa, mediante el cual se le 
impuso, en su carácter de autoridad demandada, una multa 
equivalente a trescientas veces el valor de la Unidad de Medida 
y Actualización vigente. 

Para dar contestación a los conceptos de violación antes 
referidos, en principio, resulta oportuno traer a colación el 
contenido de los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, que en la parte que interesan, 
son del tenor literal siguiente: 

“Artículo 14. A ninguna ley se dará efecto retroactivo en 
perjuicio de persona alguna. 

Nadie podrá ser privado de la libertad o de sus propiedades, 
posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los 
tribunales previamente establecidos en el que se cumplan las 
formalidades esenciales del procedimiento y conforme a las 
leyes expedidas con anterioridad al hecho 
[…]”. 

“Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, 
domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento 
escrito de autoridad competente, que funde y motive la causa 
legal del procedimiento 
[…]”. 

Del primer artículo constitucional transcrito, se advierte 
que el derecho fundamental de debido proceso se traduce en 
que nadie podrá ser privado de la libertad o de sus 
propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio 
seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que 
se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento y de 
sus consecuencias, el derecho a alegar y a ofrecer pruebas, así 
como la emisión de una resolución que dirima las cuestiones 
debatidas. 

Ahora bien, este derecho ha sido un elemento de 
interpretación constante y progresiva en la jurisprudencia de la 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación, del que cabe realizar 
un recuento de sus elementos integrantes hasta la actualidad 
en dos vertientes: 

1) La referida a las formalidades esenciales del 
procedimiento, la que a su vez, puede observarse a partir de 
dos perspectivas: 

a) Desde quien es sujeto pasivo en el procedimiento y 
puede sufrir un acto privativo, en cuyo caso adquieren valor 
aplicativo las citadas formalidades referidas a la notificación del 
inicio del procedimiento y de sus consecuencias, el derecho a 
alegar y a ofrecer pruebas, así como la emisión de una 
resolución que dirima las cuestiones debatidas y, 

b) Desde quien insta la función jurisdiccional para 
reivindicar un derecho como sujeto activo, desde la cual se 
protege que las partes tengan una posibilidad efectiva e igual 
de defender sus puntos de vista y ofrecer pruebas en apoyo de 
sus pretensiones, dimensión ligada estrechamente con el 
derecho de acceso a la justicia; y, 

2) Por la que se enlistan determinados bienes sustantivos 
constitucionalmente protegidos, mediante las formalidades 
esenciales del procedimiento, como son: la libertad, las 
propiedades y las posesiones o los derechos. 

Lo que antecede, encuentra sustento en la tesis 1a. 
IV/2014 (10a.), de la Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, de rubro: “DERECHO HUMANO AL 
DEBIDO PROCESO. ELEMENTOS QUE LO INTEGRAN”. 

Así como la tesis 1a. CCLXXVI/2013 (10a.), sustentada 
por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, de rubro: “DERECHO AL DEBIDO PROCESO. EL 
ARTÍCULO 14 CONSTITUCIONAL PREVÉ DOS ÁMBITOS DE 
APLICACIÓN DIFERENCIADOS”. 

Entonces, las formalidades esenciales del procedimiento 
son aquellas que resultan necesarias e indispensables para 
garantizar una adecuada y oportuna defensa previa al acto 
privativo, de tal suerte que su omisión o infracción produzca 
indefensión al afectado, o lo coloque en una situación que 
afecte gravemente su defensa. 
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Cabe precisar que el respeto a tales prerrogativas debe 
ser entendido en un sentido material y no sólo formal, es decir, 
resulta necesario que se otorguen de modo que impliquen una 
verdadera audiencia, en virtud de la cual el afectado esté en 
aptitud de aducir una defensa completa y efectiva. 

Lo anterior implica que no basta que el ente de gobierno 
afirme, diga, o incluso haga constar que en el procedimiento 
relativo se respetan tales exigencias, sino que es necesario que 
efectivamente lo haga. 

Por otra parte, el derecho público subjetivo que se 
contiene en el numeral 16 constitucional, en términos generales 
establece el derecho constitucional de legalidad, que tiene 
como uno de los elementos esenciales del régimen jurídico de 
un Estado de derecho, el que todo acto de molestia dirigido a 
los gobernados esté fundado y motivado. 

Así, toda ley, todo procedimiento o resolución 
jurisdiccional o administrativa, como todo acto de autoridad, 
debe ser expresión del derecho y ser elaborado, emitido o 
ejecutado por el órgano u órganos competentes, dentro de la 
esfera de sus respectivas atribuciones. 

De ahí que, el imperativo constitucional de fundar y 
motivar todo acto de autoridad, se cumple con los siguientes 
requisitos: 

a) La fundamentación, al expresar con precisión el precepto 
legal aplicable al caso. 
b) La motivación, el señalar con precisión las circunstancias 
especiales, razones particulares o causas inmediatas que se 
hayan tenido en consideración para la emisión del acto. 
c) La relación entre la fundamentación y motivación, con la 
consonancia entre los motivos aducidos y las normas 
aplicables. 

Por lo anterior, el requisito formal de debida 
fundamentación y motivación, implica que en todo acto de 
autoridad ha de expresarse con precisión el precepto legal 
aplicable al caso y las circunstancias especiales, razones 
particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en 
consideración para la emisión del acto; siendo necesario, 
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además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las 
normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se 
configuren las hipótesis normativas. 

Sirve de apoyo a lo anterior, la jurisprudencia 1a./J. 
139/2005, de rubro siguiente: “FUNDAMENTACIÓN Y 
MOTIVACIÓN DE LAS RESOLUCIONES 
JURISDICCIONALES, DEBEN ANALIZARSE A LA LUZ DE 
LOS ARTÍCULOS 14 Y 16 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA 
DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, 
RESPECTIVAMENTE.” 

En ese sentido, en la imposición de una multa la autoridad 
no sólo debe de citar los fundamentos y explicar los motivos 
que considerado para justificar legalmente su determinación 
sino que están obligadas a cumplir con una exigencia adicional 
previa; a saber, haber dispuesto con claridad el apercibimiento 
correspondiente a fin de que la persona interesada (a quien se 
pretende sancionar) haya sabido con certeza cuál era la 
conducta que necesitaba observar y cuáles eran las 
consecuencias de no hecho.

Por tanto, sobre la base de lo establecido en los artículos 
14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, se afirma que la regularidad constitucional de la 
imposición y ejecución de cualquier multa, siempre que tenga la 
naturaleza de un acto privativo, dependerá de que la autoridad 
responsable haya apercibido a la persona que pretende 
sancionar; esto es, que le haya dado la oportunidad de realizar 
la conducta debida así como de ofrecer pruebas para acreditar 
su materialización o justificar la imposibilidad de llevarla a cabo, 
y de que haya justificado jurídicamente su omisión.

Bajo tales consideraciones, este órgano jurisdiccional 
estima fundado el concepto de violación planteado por la parte 
quejosa, relativo a la indebida fundamentación y motivación del 
acto reclamado.

Para sustentar lo anterior, resulta necesario atender a las 
constancias que integran el juicio de origen. En particular, al 
proveído de diez de marzo de dos mil veintiséis, mediante el 
cual la Sala responsable, requirió a la autoridad demandada, 
para que en el término de tres días diera cumplimiento al fallo 
anulatorio; acuerdo que le fue notificado en fecha diecinueve de 

B
R

E
N

D
A

 E
L

IZ
A

B
E

T
H

 M
O

N
D

R
A

G
O

N
 G

A
R

D
U

Ñ
O

3030303031303030303030373134343136383539
27/03/29 15:27:46

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



11

marzo de dos mil veintiséis.

No obstante lo anterior, la Sala responsable, mediante 
proveído de catorce de marzo de dos mil veintiséis, impuso a la 
parte quejosa una multa equivalente a trescientas veces el valor 
de la Unidad de Medida y Actualización vigente, sin que de las 
consideraciones expresadas en dicho acuerdo se advierta que 
hubiera tomado en cuenta que el auto de diez de marzo de dos 
mil veintiséis, no había sido notificado a la autoridad.

Además, impuso la medida de apremio, sin tomar en 
cuenta lo establecido en el artículo 58 de la ley Federal de 
procedimiento contencioso administrativo, agotando cada una 
de sus etapas para hacerlo efectivo.

Para mayor precisión en lo aquí argumentado, se traslada 
el marco normativo por lo que el precepto 58 invocado dispone:

"Artículo 58. A fin de asegurar el pleno cumplimiento de las 
resoluciones del Tribunal a que este precepto se refiere, una 
vez vencido el plazo previsto por el artículo 52 de esta Ley, éste 
podrá actuar de oficio o a petición de parte, conforme a lo 
siguiente:
I. La Sala Regional, la Sección o el Pleno que hubiere 
pronunciado la sentencia, podrá de oficio, por conducto de su 
Presidente, en su caso, requerir a la autoridad demandada que 
informe dentro de los tres días siguientes, respecto al 
cumplimiento de la sentencia. Se exceptúan de lo dispuesto en 
este párrafo las sentencias que hubieran señalado efectos, 
cuando la resolución impugnada derive de un procedimiento 
oficioso.
Concluido el término anterior con informe o sin él, la Sala 
Regional, la Sección o el Pleno de que se trate, decidirá si hubo 
incumplimiento injustificado de la sentencia, en cuyo caso 
procederá como sigue:
a) Impondrá a la autoridad demandada responsable una multa 
de apremio que se fijará entre trescientas y mil veces el salario 
mínimo general diario que estuviere vigente en el Distrito 
Federal, tomando en cuenta la gravedad del incumplimiento y 
las consecuencias que ello hubiere ocasionado, requiriéndola a 
cumplir con la sentencia en el término de tres días y 
previniéndole, además, de que en caso de renuencia, se le 
impondrán nuevas multas de apremio en los términos de este 
inciso, lo que se informará al superior jerárquico de la autoridad 
demandada.
b) Si al concluir el plazo mencionado en el inciso anterior, 
persistiere la renuencia de la autoridad demandada a cumplir 
con lo sentenciado, la Sala Regional, la Sección o el Pleno 
podrá requerir al superior jerárquico de aquélla para que en el 
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plazo de tres días la obligue a cumplir sin demora.
De persistir el incumplimiento, se impondrá al superior 
jerárquico una multa de apremio de conformidad con lo 
establecido por el inciso a).
c) Cuando la naturaleza del acto lo permita, la Sala Regional, la 
Sección o el Pleno podrá comisionar al funcionario jurisdiccional 
que, por la índole de sus funciones estime más adecuado, para 
que dé cumplimiento a la sentencia.
Lo dispuesto en esta fracción también será aplicable cuando no 
se cumplimente en los términos ordenados la suspensión que 
se decrete, respecto del acto impugnado en el juicio o en 
relación con la garantía que deba ser admitida.
d) Transcurridos los plazos señalados en los incisos anteriores, 
la Sala Regional, la Sección o el Pleno que hubiere emitido el 
fallo, pondrá en conocimiento de la Contraloría Interna 
correspondiente los hechos, a fin de ésta determine la 
responsabilidad del funcionario responsable del 
incumplimiento.”

De lo anterior transcrito, se advierte, que la Sala podrá 
requerir el cumplimiento de los fallos otorgando un término de 
tres días, para que las responsables informen acerca de su 
cumplimiento; en caso de renuencia se podrá dar vista al 
superior jerárquico, otorgando el mismo plazo para que realice 
las gestiones necesarias  que materialicen el cumplimiento de la 
ejecutoria.

En tal sentido, no se advierte que la sala responsable, 
haya cumplido con lo dispuesto por el precepto referido.

Por tanto, la imposición de la multa carece de la debida 
fundamentación y motivación, pues la Sala responsable, al 
emitir el acuerdo de catorce de marzo de dos mil veintiséis, no 
tomó en consideración una actuación que aún no era del 
conocimiento de la autoridad demandada, por lo que no podía 
traducirse, por sí mismo, en un incumplimiento atribuible a ella, 
ni tampoco llevo a cabo de manera integral el procedimiento de 
cumplimiento respectivo.

Atento a lo anterior, se considera que el acto impugnado 
no está debidamente fundado ni motivado; por tanto, resultan 
fundados los argumentos de la parte quejosa y se impone 
conceder el amparo, a fin de que la sala responsable restituya a 
la parte quejosa en el goce del derecho violentado.  Concesión 
que debe hacerse extensiva a su acto de ejecución. 

Sirve de apoyo a la consideración expuesta, la 
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jurisprudencia del Primer Tribunal Colegiado en Materia 
Administrativa del Primer Circuito, que señala:

“ACTOS VICIADOS, FRUTOS DE. Si un acto o diligencia de la 
autoridad está viciado y resulta inconstitucional, todos los actos 
derivados de él, o que se apoyen en él, o que en alguna forma 
estén condicionados por él, resultan también inconstitucionales 
por su origen, y los tribunales no deben darles valor legal, ya 
que de hacerlo, por una parte alentarían prácticas viciosas, 
cuyos frutos serían aprovechables por quienes las realizan y, 
por otra parte, los tribunales se harían en alguna forma 
partícipes de tal conducta irregular, al otorgar a tales actos valor 
legal. Dada la conclusión alcanzada, se estima innecesario 
entrar al estudio de los restantes conceptos de violación, en 
razón de que en nada variaría el sentido del presente fallo 
constitucional, aunado a que no podría obtener mayores 
beneficios que los que esta sentencia le concede.”

La concesión del amparo hace innecesario el estudio de 
los restantes conceptos de violación, pues con motivo de los 
efectos del amparo concedido, aunque resultaran fundados, no 
mejoría lo ya alcanzado por la parte quejosa. 

SEXTO. Efectos de la sentencia de amparo. Con 
fundamento en el artículo 77 de la ley de la materia, se concede 
el amparo y la protección de la Justicia Federal solicitados por 
la parte quejosa; lo anterior para que la autoridad responsable 
Octava Sala Regional en la Ciudad de México del Tribunal 
Federal de Justicia Administrativa, realice lo siguiente: 

Considere que, con motivo de la presente sentencia, una 
vez que adquiera firmeza, ha quedado insubsistente el acto 
reclamado consistente en el acuerdo de catorce de marzo de 
dos mil veintiséis dictado en el juicio  ****************, de su 
índice, a través del cual impuso a la ahora quejosa, en su 
carácter de Dirección de Prestaciones Económicas, Sociales y 
Culturales del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los 
Trabajadores del Estado, una multa  equivalente a trescientas 
veces la Unidad de Medida y Actualización vigente así como 
cualquier acto de ejecución derivado de éste.

Por lo expuesto y fundado; se 

R E S U E L V E:

ÚNICO. La Justicia de la Unión ampara y protege a **** 
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******* ***** ********* , por los motivos expuestos en el 
considerando QUINTO y para los efectos precisados en el 
último considerando de esta sentencia.

Notifíquese; por lista a la parte quejosa; a la tercero 
interesada, por oficio a las autoridades responsables; y, vía 
electrónica al Fiscal Ejecutivo Titular adscrito.

Lo resolvió Ulises Oswaldo Rivera González, Juez Cuarto 
de Distrito en Materia Administrativa en la Ciudad de México, 
quien actúa asistido de Brenda Elizabeth Mondragón Garduño, 
Secretaria de Juzgado que autoriza y da fe, y lo firman de 
manera electrónica, en la fecha y hora en que lo permiten las 
cargas de trabajo del Juzgado. Doy fe. 

BEMG/mepl

La secretaria Brenda Elizabeth Mondragón Garduño, hace constar que en esta fecha se giraron los 
oficios 57619, 57620 y 57621, comunicando la sentencia que antecede. Conste.

NOTIFICACIÓN POR LISTA

El Secretario o Actuario del juzgado, certifica que a las nueve horas del día hábil siguiente a 
esta fecha, se notifica a las partes la resolución o acuerdo que antecede, por medio de lista fijada en 
un lugar visible en el local de este órgano jurisdiccional, así como en el portal de internet del Poder Judicial 
de la Federación, como lo dispone la Ley de Amparo y demás normatividad aplicable. Doy Fe.

EL(LA) ACTUARIO(A)  O SECRETARIO(A) DEL JUZGADO
(firma electrónica anexa)
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Mondragón Garduño, Secretario(a), con adscripción en el Juzgado Cuarto de
Distrito en Materia Administrativa en la Ciudad de México, hago constar y
certifico que en esta versión pública no existe información clasificada como
confidencial o reservada en términos de la Ley Federal de Transparencia y
Acceso a la Información Pública. Conste.


